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I . INTRODUCCIÓN 
La energía nuclear es, hoy por hoy, una de las principales 
fuentes de energía eléctrica del mundo. Los 320 reactores existentes en 
Profesor A. de Derecho internacional público y RR.II. Universidad de Zaragoza. 
El presente trabajo es una adaptación del informe sobre la materia presentado por 
el autor en la sesión de 1993 del Centre d'étude et de recherche de droit international 
et de relations internationales de la Academia de La Haya de Derecho Internacional, 
en cuya sección francesa tuvo la oportunidad de participar. El autor desea dejar 
constancia de su agradecimiento al Curatorium de la Academia, y a los directores de 
la sesión, Norbert PELZER y, muy especialmente, Pierre STROHL. 
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1992 en los países de la OCDE producían el 23,5 de la electricidad 
consumida en éstos. Y, en un mundo en el que la estrategia energética 
dominante conduce al agotamiento de los recursos naturales baratos y 
las l lamadas «energías alternativas» están todavía faltas de un 
desarrollo que las haga viables en la práctica, la energía nuclear se 
presenta como una alternativa que permitiría superar la penuria de 
recursos naturales, que no presenta los problemas medioambientales 
de los combustibles fósiles — como el deterioro de la capa de ozono 
— y que permitirá hacer frente a las necesidades energéticas del siglo 
XXI, durante el cual, probablemente, se conseguirá un método seguro 
y viable de fusión nuclear fría. Mientras tanto, la fisión nuclear forma 
parte integrante de las políticas energéticas de buena parte de los 
países del mundo. Según datos de 1992 proporcionados por el Com-
missariat de l'Energie Atomique francés, Francia obtenía de esta 
forma de energía un 73 por ciento de su electricidad, mientras que 
España obtenía un 36,4 por ciento. 
El uso militar que desde el primer momento se hizo de la ener-
gía nuclear y los especiales problemas técnicos y medioambientales 
que planteaba esta forma de energía hicieron que se prestara una 
atención especial a los problemas de seguridad de los reactores nuclea-
res, especialmente en el llamado entonces «bloque occidental», y sólo 
en 1986 se comprueba, en la — lamentable — práctica, qué es y qué 
efectos puede tener un accidente nuclear grave. En los años siguientes, 
y como consecuencia de la apertura del antiguo bloque socialista, se 
desveló la preocupante situación de la industria nuclear en estos 
países, especialmente como consecuencia de la utilización de reactores 
de tipo RBMK, que funcionan con agua y grafito, y que son muy 
inestables a baja potencia. 
La tecnología ideal es la que no crea problemas. Y, por tanto, la 
que no existe. La energía nuclear plantea varios problemas, que se 
pueden dividir en dos grandes bloques: los de seguridad y los de ges-
tión de los desechos radiactivos, es decir aquellos materiales que 
emiten radiaciones pero cuya utilización no está prevista. En este 
artículo expondremos el panorama de la actuación internacional en 
una de las actividades típicas de la industria nuclear, el transporte de 
materias radiactivas. 
156 
LA REGLAMENTACIÓN INTERNACIONAL DEL TRANSPORTE DE MATERIALES RADIACTIVOS 
1. Puede encontrarse una introducción a las nociones fundamentales de la energía 
nuclear, comprensible para los juristas, en TOCINO BISCAROLASAGA, L, Riesgo y daño 
nuclear de las centrales nucleares, Madrid, 1975, p. 27 y ss. Puede verse asimismo el 
estudio de la Agencia de Energía Nuclear de la O.C.D.E., Réglementation relative au 
transpon de's matiéres nucléaires, Paris 1981, p. 11 y ss. 
2. Aunque todos estamos sometidos a la radiación, y recibimos una cierta dosis de 
radiactividad —88 por ciento de la cual proviene de fuentes naturales—, las materias 
nucleares pueden tener efectos negativos sobre los tejidos orgánicos, y pueden 
asimismo impresionar películas fotográficas. Sobre estas cuestiones, véase SAUNDERS, 
P., La radioactivité et nous, Luxemburgo 1991. 
157 
En la utilización de materias radiactivas pueden presentarse los 
cuatro peligros siguientes ': 
a) contaminación, es decir pérdida o disolución de dichas mate-
rias en el medio; 
b) irradiación, particularmente de los organismos vivos y de las 
películas fotográficas 2; 
c) calor, debido a la producción de energía; y 
d) criticidad, o desencadenamiento de una reacción en cadena. 
Con el transporte, estos riesgos corren mayor peligro de produ-
cirse, ya que: 
— un accidente puede hacer que estas materias se pierdan; 
— las limitaciones de espacio en los medios de transporte pue-
den hacer que la tripulación y los pasajeros reciban una radiación más 
alta de lo deseable; 
— esta misma causa puede hacer que, debido a una colocación 
incorrecta de las materias radiactivas, se produzca una reacción en 
cadena. 
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Razones como las que acabamos de exponer han conducido a 
reg lamenta r de modo especí f ico el t ranspor te de mater ia les 
radiactivos, y esta reglamentación tiene en cuenta los siguientes 
aspectos: 
— el embalaje de los materiales sujetos al transporte, que debe 
cumplir dos finalidades: la protección de éstos contra posibles acci-
dentes, y la protección de personas y películas contra las radiaciones; 
— el etiquetado y la marcación de los paquetes; 
— las operaciones relacionadas con el transporte, especialmente 
la carga y los controles a que deben ser sometidos los paquetes; y 
— las prescripciones administrativas que se consideren nece-
sarias. 
Además, la importancia del transporte internacional en esta 
materia ha hecho que esta reglamentación tenga un marcado compo-
nente internacional. En efecto, la mayor parte de los 38 millones de 
paquetes con materias radiactivas como contenido que fueron trans-
portados en 1987 tuvieron carácter internacional, lo que hace in-
dispensable un acercamiento común por parte de los países implicados 
en esta modalidad de transporte, para hacerla posible en la práctica. 
El objeto de este artículo es ofrecer una visión panorámica de 
las distintas normas que reglamentan el transporte de materias radiac-
tivas, de las relaciones entre ellas, y de las posibilidades de mejora de 
este régimen jurídico. 
3. Este volumen nos es indicado por O'SULLIVAN, R.A., «Entente internationale 
pour le transport des matiéres radioactives: un exemple á suivre. Bilan tres positif des 
trente derniéres années», Bulletin AIEA , vol. 30 (1988), p. 31 y ss. 
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II. REGLAMENTACIÓN TÉCNICA 
1. El reglamento de transporte del Organismo Internacional de la 
Energía Atómica (OIEA) 
1.1. Procedimiento de adopción y reforma 
El Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas 
(ECOSOC), que había creado previamente un Comité de expertos en 
materia de transporte de mercancías peligrosas, encargado de la 
elaboración de recomendaciones sobre el particular, adoptó el 17 de 
julio de 1959 su resolución 724 C (XXVIII), por la cual confiaba al 
Organismo Internacional de la Energía Atómica (OIEA ) la misión de 
elaborar recomendaciones para el transporte de materias radiactivas. 
No existe un procedimiento preestablecido para la elaboración 
de recomendaciones por el organismo, pero la práctica seguida por el 
mismo incluye las siguientes cinco fases 5: 
a) preparación de proyectos por el secretariado del organismo; 
b) discusión de estos proyectos en reuniones de expertos, orga-
nizadas por el organismo y que incluyen a especialistas de los 
Estados miembros y de otras organizaciones internacionales, 
particularmente de la Agencia de Energía Nuclear de la 
OCDE; 
c) distribución de los textos resultantes a los Estados miembros 
para que éstos formulen las observaciones que consideren 
oportunas; 
4. El OIEA fue creado por estatuto de 26 de octubre de 1956, firmado en la misma 
fecha por España, que depositó su instrumento de ratificación el 26 de agosto de 1957. 
Este estatuto fue publicado en el BOE de 26 de febrero de 1958 y, posteriormente, en 
el de 28 de octubre de 1980, regogiendo las enmiendas introducidas hasta el 1 de junio 
de 1973. 
5. HA-VINH PHUONG, «Réglementation relative au transport des matiéres 
radioactives», Réglementation des matiéres radioactives, Vienne 1986, p. 129 y ss. 
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d) revisión de los textos por el secretariado, habida cuenta de 
los comentarios aportados por los Estados; y 
e) aprobación por el Consejo de Gobernadores del organismo. 
Este procedimiento fue seguido para la adopción, en 1961, del 
Reglamento de transporte de materias radiactivas , así como para las 
revisiones de 1964, 1967 y 1973. Sin embargo, pareció conveniente al 
Consejo de Gobernadores poner en funcionamiento un mecanismo que 
asegurara la introducción rápida de los cambios técnicos que pudieran 
ser necesarios. Por esta razón fue adoptado en 1964, con la primera 
reforma del reglamento, un procedimiento simplificado para cambios 
menores. Este procedimiento constaba de las siguientes cuatro fases: 
I a) elaboración de las propuestas de modificación por el secre-
tariado; 
2 a) transmisión de estas propuestas a los Estados miembros, que 
disponen de 90 días para hacer llegar al organismo los co-
mentarios que consideren procedentes; 
3 a) redacción definitiva de las modificaciones por el secreta-
riado, teniendo en cuenta los comentarios aportados por los 
Estados; y 
4 a) aprobación por el Director General del organismo. 
Hay que destacar en estos procedimientos que los Estados 
miembros no tienen a su disposición mecanismo alguno de negocia-
ción diplomática del reglamento ni de sus enmiendas, puesto que se 
trata de actos unilaterales del organismo, cuyo valor jurídico se verá 
posteriormente. Es conveniente reparar asimismo en que la competen-
cia para la adopción del reglamento no está atribuida al órgano plena-
rio del organismo, es decir la Conferencia general, sino al Consejo de 
6. Publicado por el organismo en su Collection Sécurité, con el número 6. 
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gobernadores, órgano de composición restringida cuyos miembros 
deben ser elegidos según las complejas reglas del artículo VI del 
estatuto. Estas dos precisiones serán tenidas en cuenta a la hora de 
analizar el valor jurídico del texto a que nos venimos refiriendo. 
En 1978, el organismo creó el Grupo consultivo permanente 
sobre el transporte de materias radiactivas (Standing Advisory Group 
on the Safe Transport of Radioactive Materials, SAGSTRAM), cuya 
misión es emitir dictámenes en esta materia y dirigir el proceso de 
revisión del reglamento, que había sido modificado, según el proce-
dimiento simplificado, en 1975 y 1977. En 1979 comenzó el proceso 
de revisión que condujo a la edición del reglamento aprobada por el 
Consejo de gobernadores el 20 de septiembre de 1984, y que contó 
con la participación de unos 150 expertos de 22 Estados miembros y 
de 12 organizaciones internacionales . 
Este proceso mostró la complejidad que presentan revisiones 
demasiado alejadas en el tiempo, razón por la que el Consejo reco-
mendó que éstas tuvieran lugar cada cinco años, como máximo. Sin 
embargo, lo inconveniente de proceder con demasiada frecuencia a 
revisiones generales del reglamento condujo al Consejo a proponer un 
plazo mínimo de tres años entre ellas. Estos plazos máximo y mínimo 
permiten, por un lado, poner al día el reglamento sin que la tarea sea 
excesivamente pesada ni enojosa debido a los continuos pequeños 
cambios, y por otro facilitar a los Estados miembros y a las organiza-
ciones interesadas la recepción y la puesta en marcha de dichas modi-
ficaciones. 
Para asegurar la incorporación de los cambios técnicos al regla-
mento, el organismo creó un Comité de revisión, que se reúne periódi-
camente desde junio de 1987 y que puede adoptar modificaciones de 
detalle, siempre y cuando éstas no despierten controversias y no 
atenten contra los principios del reglamento . Para asegurar dicha 
7. Vid. Bulletin de Droit Nucléaire, n° 34 (die. 1984), p. 38. 
8. Estas modificaciones se publican en forma de suplementos al número 6 de la 
Collection Sécurité. 
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ausencia de controversias, se da difusión de las propuestas de modi-
ficación entre los Estados miembros, y es suficiente con una oposición 
de fondo para que la modificación no sea aceptada. Hasta la fecha han 
aparecido dos suplementos, uno en 1986 y otro en 1988. 
Desde la adopción del reglamento en 1961, el Comité de exper-
tos en materia de transporte de materias peligrosas del ECOSOC ha 
adoptado las prescripciones del OIEA sin modificación alguna, de tal 
modo que la edición de 1982 de sus recomendaciones define las sus-
tancias radiactivas como aquéllas cuya actividad específica es superior 
a 0,002 microcurios por gramo, haciendo para su regulación un 
reenvío al reglamento del OIEA. 
Otros textos de carácter sectorial han incorporado igualmente el 
contenido de este acto. Los veremos a la hora de examinar la regla-
mentación sectorial del transporte de materias radiactivas. Asimismo, 
diversos Estados han incorporado, como veremos, estas prescripciones 
a su ordenamiento jurídico. 
1.2. Valor jurídico 
Al tratarse el texto del que venimos hablando de un acto 
unilateral de una organización internacional, habrá que saber, en 
primer lugar, cuál es la base jurídica que se contiene para el mismo en 
el tratado constitutivo de ésta. 
El estatuto del OIEA, adoptado el 23 de octubre de 1956 y en 
vigor desde el 29 de julio de 1957 ' , regula en su artículo 3 las funcio-
nes del organismo, entre las cuales se encuentra 
9. UNITED NATIONS, ECONOMIC AND SOCIAL COUNCIL, Transport of Dangerous 
Goods. Recommendations Prepared by the United Nations Committee of Experts on 
the Transport of Dangerous Goods, Chicago, 1982 (libro de hojas móviles). 
10. U N T S n° 3988, vol. 276, p. 3. Vid. nota 4. 
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«6. [...] establecer o adoptar, en consulta, y cuando proceda, 
en colaboración con los órganos competentes de las Naciones 
Unidas y con los organismos especializados interesados, 
normas de seguridad para proteger la salud y reducir al míni-
mo el peligro para la vida y la propiedad (inclusive normas de 
seguridad sobre las condiciones de trabajo), y proveer a la 
aplicación de estas normas a sus propias operaciones, así 
como a las operaciones en las que se utilicen los materiales, 
servicios, equipo, instalaciones e información suministrados 
por el Organismo, o a petición suya o bajo su control o 
dirección; y a proveer a la aplicación de estas normas, a 
petición de las Partes, a las operaciones que se efectúen en 
virtud de un arreglo bilateral o multilateral, o, a petición de 
un Estado, a cualquiera de las actividades de ese Estado en el 
campo de la energía atómica». 
Es con base en esta disposición que fue elaborado y adoptado el 
reglamento sobre el transporte de materias peligrosas. ¿Qué valor 
jurídico podemos deducir de esta disposición para tales «normas de 
seguridad»? Debemos distinguir los siguientes casos: 
a) las «propias operaciones» del organismo, para las cuales el 
reglamento —y cualquier otra norma de este t ipo— es 
obligatorio; 
b) las actividades desarrolladas con participación del orga-
nismo, ya sea «que se utilicen los materiales, servicios, equi-
po, instalaciones e información suministrados por el Orga-
nismo» o «a petición suya o bajo su control o dirección», 
para las cuales el reglamento es, también, obligatorio; 
c) todos los demás casos, que quedan implícitos en el artículo 
3§6, en los cuales dichas «normas de seguridad», entre las 
cuales se encuentra el reglamento de transporte, no tienen 
otro valor en términos estrictamente jurídicos que el de reco-
mendaciones, por lo que podemos decir con Michel VIRALLY 
que están 
«adressée[s] á un ou plusieurs Etats, ou á 1'ensemble des 
Etats membres (ou méme á tous les Etats), á une ou des 
organisations internationales, á un groupe social (peuple, 
mouvement, etc.), ou encore á des individus. La recom-
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mandation est une invitation a adopter un certain com-
portement. Elle peut étre formulée de facón plus ou moins 
pressante: demande, invitation, exhortation, encouragement, 
appel, etc., et étre plus ou moins solennelle ». 
Nos hallamos ante una norma, pues, que tiene efectos obliga-
torios, que vincula a los Estados en determinados casos y que en otros 
carece de dicha fuerza obligatoria ' . Pero esta carencia ¿es sinónimo 
de inexistencia de efectos jurídicos'] En otras palabras, ¿son las obliga-
ciones los únicos efectos jurídicos posibles de un acto de una organi-
zación internacional? Parece obvio que no, y, siguiendo a Paul D E 
VISSCHER podemos reconocer tres tipos de efectos en estos actos: 
I o . La obligación general de buena fe de cooperar a los fines de 
la organización '*, de la cual se deriva, para RODRÍGUEZ CARRIÓN, el 
deber de examinar de buena fe 
«la posibilidad de cumplir el contenido del acto »; 
11. VIRALLY, M. , «Les actes unilatéraux des organisations internationales», en 
BEDJAOUI, M. (red. gen.), Droit international. Bilan et perspectives, Paris 1992, p. 
258. 
12. Esta doble naturaleza de las disposiciones adoptadas por el OIEA fue puesta de 
manifiesto, entre otros, por HA-VINH PHUONG, «The IAEA Regulations for the safe 
transport of radioactive materials», en IAEA, Nuclear law for a developing world, 
Vienna 1969, p. 225; SZASZ, P.C., The law and practices of the International Atomic 
Energy Agency, Vienna 1970, p. 558, y BOULANGER, W., «Decisions and other 
measures taken by the International Atomic Energy Agency», en SCHWEBEL, S.M. 
(ed.), The effectiveness of international decisions, Leyden-Dobbs Ferry 1971, p. 285. 
13. DE VISSCHER, P., «Valeur et autorité des actes des organisations interna-
tionales», en DUPUY, R.-J. (dir.), Manuel sur les organisations internationales/ A 
Handbook on International Organizations, Dordrecht, etc. 1988, p. 307 y ss., 
especialmente en las págs. 322 y 323. 
14. «En vertu du lien sociétaire que comporte le traite» (DE VISSCHER, P. op. cit., p. 
323). 
15. RODRÍGUEZ CARRIÓN, A., Lecciones de Derecho internacional público, 2 a ed., 
Madrid, 1990, p. 222. REMIRO BROTÓNS, quien dice que este deber es una página de 
devocionario, aporta toda una serie de razones para no subestimar este carácter de 
recomendaciones: «1) hay resoluciones que si no obligan a su observancia, sí exigen, 
según los tratados constitutivos de las Organizaciones en cuestión, la explicación de 
las razones de la inobservancia; 2) hay Organizaciones que conceden ventajas 
amarradas al cumplimiento de sus recomendaciones; 3) si la cooperación se funda en 
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2°. Un valor de autorización, 
«ce qui implique que les États membres qui souhaitent s'y 
conformer sont en droit de le faire nonobstant toute 
convention contraire qu'ils auraient pu conclure antéri-
eurement avec un autre Etat membre »; 
3°. En la medida en que sea evidente un acuerdo de voluntades, 
podría deducirse una fuerza obligatoria de estos actos , ya que dicho 
acuerdo puede servir como elemento de prueba de una norma consue-
tudinaria . 
el interés común, ha de presumirse la predisposición del Estado, si tal interés real-
mente existe, a cooperar motu propio, pues cooperación equivale a beneficio; y 4) una 
actitud persistente de no cooperación podría ser antiestatutaria y provocar la suspen-
sión de derechos y hasta la expulsión de un Estado de la Organización» (Derecho 
internacional público. 1. Principios fundamentales, Madrid, 1982, p. 283). 
16. DE VISSCHER, P., loe. cit. n. 12. Esta formulación es, en principio, discutible, 
pero podrían examinarse, en el caso particular, factores como el comportamiento de 
los Estados durante la votación, que podría considerarse un elemento de prueba de la 
voluntad de los Estados. En todo caso, la derogación de una norma no puede operarse 
más que por otra norma, y consiguientemente podría exigirse la responsabilidad 
internacional de un Estado que incumpla las obligaciones que le vienen impuestas por 
una norma jurídica alegando la autorización contenida en una recomendación de una 
organización internacional. 
17. El Derecho internacional se caracteriza, como es bien sabido, por la falta de 
formalismo, y por consiguiente lo que es decisivo para constatar la existencia de una 
norma obligatoria es la presencia de un acuerdo de voluntades, o bien de una promesa 
unilateral. El acuerdo de voluntades de que nos habla Paul DE VISSCHER no debe, en 
mi opinión, ser interpretado como asimilando dichas normas a tratados, sino 
expresando la opinio iuris de los Estados, lo que dará lugar, en su caso, a normas 
consuetudinarias. 
18. Pierre-Marie DUPUY ha llegado, en este sentido, a decir que el término soft law 
es —sed non solum— «a new term for an old (customary) process» (cf. su «Soft law 
and the international law of environment*, en Michigan Journal of International Law, 
vol. XII, n° 2 (winter 1991), p. 420 y ss., en p. 435), y tenemos que recordar que los 
actos unilaterales de las organizaciones internacionales ya han supuesto en el pasado 
innovaciones de gran entidad en el derecho consuetudinario, como el nacimiento del 
concepto de «costumbre instantánea», que debemos a Bin CHENG (cf. su «United 
Nations resolutions on outer space: "instant" international customary law?», en Indian 
Journal of International Law, vol. V (1965), p. 23 y ss., especialmente pp. 45-46). 
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1.3. Disposiciones principales 
Para hacer frente a los peligros de los que hemos hablado al 
principio, el reglamento del OIEA prevé un cierto número de medidas 
que podemos dividir en medidas técnicas y administrativas. 
1.3.1. Medidas técnicas 
AJ Los embalajes y su marcación. Esta materia está regulada por 
una serie de prescripciones técnicas, debiendo distinguir cuatro tipos 
de embalajes: 
a) Embalajes industriales: pueden transportar materias de 
actividad específica débil. Deben cumplir, ora las condicio-
nes de etiquetado y de control de la contaminación de super-
ficie, ora las de limitación de cantidad y de «carga comple-
ta», es decir reservando al expedidor un derecho de control 
especial sobre los paquetes. Además, esta condición de «car-
ga completa» debe figurar en la superficie de los paquetes. 
19. BOULANGER, W., op. cit., p. 286. 
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Veremos, posteriormente, cómo el reglamento de transporte del 
OIEA ha sido aceptado, expresa o implícitamente, por la mayoría de 
los Estados implicados en el transporte de materias radiactivas, que lo 
han incorporado a sus regulaciones nacionales, así como por la tota-
lidad de los acuerdos internacionales, recomendaciones o códigos de 
buena conducta que se refieren al transporte de materias peligrosas, de 
tal modo que, como ha puesto de manifiesto el director del servicio 
jurídico del OIEA, Werner BOULANGER, 
«the problem of putting into effect a decision of the IAEA in a 
19 
Member State will scarcely arise ». 
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b) Embalajes de tipo A: deben ser inalterables en caso de acci-
dente grave, para lo cual deben ser sometidos a determinadas 
pruebas. Asimismo deben ser identificados como tales en la 
superficie. 
c) Embalajes de tipo B: deben ser inalterables en caso de acci-
dente grave, y requieren pruebas más rigurosas que los ante-
riores. Deben llevar en la superficie la mención «tipo B(U)» 
o «tipo B(M)», según que su aprobación deba ser unilateral o 
multilateral. 
d) Embalajes de clase fisible: su finalidad principal es asegurar 
la estabilidad de las materias fisibles, impidiendo la reacción 
en cadena. Pueden ser de tres clases: la I es la más segura, 
debido a la presencia de elementos absorbentes de neutrones; 
la II exige para mantener la seguridad que el número de 
paquetes sea limitado, y la III exige, además, verificaciones y 
controles durante el transporte. 
B/ El etiquetado. Existen tres clases de etiquetas que deberán 
figurar sobre los paquetes que contengan materias radiactivas, depen-
diendo cuál sea la adecuada de la intensidad máxima de la radiación 
en la superficie del paquete y a cierta distancia de éste. Los vehículos 
que transporten estas mercancías deberán asimismo estar identificados 
por la etiqueta correspondiente. 
C/Prescripciones relativas a las operaciones de transporte: 
a) prescripciones comunes a todos los medios de transporte: 
— l a irradiación no debe sobrepasar los límites preesta-
blecidos; 
—los paquetes que contengan materias radiactivas no deben 
ser colocados cerca de otras materias peligrosas que pue-
dan deteriorar los embalajes; 
—cada paquete tiene un índice de transporte proporcional a 
la intensidad de su radiación, de modo que, salvo en el 
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caso de los transportes marítimos, el índice total de trans-
porte por vehículo, barco de navegación interior o aerona-
ve no debe ser superior a cincuenta; 
—los paquetes deben estar separados de las personas y del 
material fotográfico por distancias que fija el reglamento, y 
que están en función del índice de transporte. 
b) Prescripciones acerca de medios determinados de transporte: 
— los paquetes que exijan verificaciones durante el transporte 
no deben ser transportados por vía aérea; 
— en los transportes por carretera y por vía férrea existen 
normas específicas relativas a la intensidad de la radiación 
en la superficie de los paquetes, en todos los lugares del 
vehículo y a dos metros de su superficie exterior; 
— en el transporte marítimo, el índice de transporte por vehí-
culo no debe ser superior a doscientos, y además los bultos 
deben estar distribuidos en grupos cuyo índice no sea 
superior a 50, habiendo entre ellos una distancia mínima 
de seis metros. 
1.3.2. Medidas administrativas 
Además de las medidas enumeradas hasta ahora, otras puramen-
te administrativas vienen a asegurar el cumplimiento de las condicio-
nes técnicas. Se trata de medidas que podrían ser calificadas como 
secundarias, pero cuya importancia queda fuera de toda duda. Dichas 
medidas, que vinculan al expedidor, son: 
1) obligación de extender un certificado de conformidad del 
envío a las prescripciones técnicas; 
2) dotar al transportista: 
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a) de los documentos de transporte correspondientes, que 
contengan los detalles del envío, 
y 
b) de la información técnica que pudiere ser necesaria; y 
3) notificar el envío a las autoriades de los países interesados. 
1.4. Recepción del reglamento en los derechos nacionales 
Hemos mencionado ya la amplitud de la aceptación del regla-
mento por los Estados y las organizaciones internacionales relacio-
nadas con la materia que nos ocupa ~. En efecto, todos los actos inter-
nacionales relativos al transporte de mercancías peligrosas han tomado 
como base las reglas del OIEA: 
«The Agency's Regulations for the Safe Transport of Radioac-
tive Materials have been adopted as requirements for the 
transport of such material by the competent international 
bodies for transport by air (International Civil Aviation 
Organization and International Air Transport Association), 
sea (International Maritime Organization), post (Universal 
Postal Union), and, in Europe, by rail (International 
Convention Concerning the Carriage of Goods by Rail), road 
and inland waterways (Economic Commission for Europe) "». 
Hay que señalar, como veremos posteriormente, que todos estos 
actos no tienen el mismo valor jurídico, y son tratados internacionales 
o recomendaciones, según los casos. 
20. Vid. supra la conclusión de Werner BOULANGER. 
21. BLIX, H., «The role of the IAEA in the development of international law», en 
Nordic Journal of International Law, vol. LVIII (1989), p. 232. 
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Los Estados han incorporado también a sus derechos nacionales 
el reglamento del OIEA, por medio —o no— de otros actos sectoriales 
de los que ya hemos hablado. En determinados países, esta incorpo-
ración se ha producido mediante una norma específica sobre el trans-
porte de materias radiactivas: en los Estados Unidos, por ejemplo, 
«The regulation of the United States "national competent 
authority ", the Department of Transportation, are, with minor 
variations, almost exactly the same as the IAEA standards ». 
Estas variaciones han sido, incluso, reducidas por la Nuclear 
Regulatory Commission en 1983 Este mismo mecanismo ha sido 
empleado también en los Países Bajos 2 4, Yugoslavia 2 \ Nueva Zelanda 
y Dinamarca . Hay incluso casos en que la reglamentación del 
transporte de materias radiactivas tiene carácter sectorial, como en el 
Reino Unido " y Uruguay . 
22. ATCHLEY, D.B., «Air transportation of radioactive materials and passenger 
protection under international law», en California Western International Law Journal, 
vol. V (1975), p. 429. 
23. Puede encontrarse una referencia a esta modificación, de 5 de octubre, en 
Bulletin de Droit Nucléaire., n° 32 (déc. 1983). 
24. Decreto sobre el transporte de materias risibles, de minerales y de materias 
radiactivas (Boletín de leyes, reglamentos y decretos n° 405 de 1969), del que se 
hallará referencia en Bulletin de Droit Nucléaire n° 6 (déc. 1970). 
25. Reglamento 02/1-807, de 6 de noviembre de 1969, que somete este transporte a 
un régimen de autorización previa y de control. 
26. Reglamento de 5 de marzo de 1973 sobre el transporte de materias radiactivas, 
en virtud de la ley de 1965 sobre la protección contra las radiaciones. 
27. Orden n° 731, de 27 de noviembre de 1989, que transpone la directiva (Eura-
tom) 80/836 sobre la radioprotección, uno de cuyos anexos se refiere expresamente al 
reglamento del OIEA. 
28. El transporte de materias radiactivas por carretera fue regulado en primer lugar 
en el Reino Unido por The Radioactive Substances (Carriage by Road) (Great 
Britain) Regulations 1970, de 4 de diciembre de 1970. Estas Regulations fueron 
primero completadas por el Code of Practice for the Carriage of Radioactive 
Materials by Road y el Code of Practice for the Storage of Radioactive Materials in 
Transit. Posteriormente, este régimen fue reemplazado por el SI 1974/1735 y, 
finalmente, por The Radioactive Materials (Road Transport) Act de 1991. El 
transporte aéreo de estas materias queda sometido al SI 1974/114, cuyo artículo 40 
establece un régimen de autorización. 
29. El decreto 158/985, de 25 de abril de 1985, aprueba las reglas aplicables al 
transporte marítimo de mercancías peligrosas. 
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Otro mecanismo empleado por los Estados para trasponer las 
prescripciones del reglamento del OIEA al derecho nacional es la 
elaboración de normas sobre el transporte de materias peligrosas o 
incorporando los actos internacionales en la materia. Es el caso de la 
República Federal de Alemania 3°, Francia ', Noruega y España . 
2. Reglamentación según el medio de transporte utilizado 
Como ya hemos anticipado, todos los instrumentos interna-
cionales sobre el transporte de materias peligrosas siguen, en lo refe-
rente a las materias radiactivas, las prescripciones del reglamento del 
OIEA. Razones técnicas y prácticas hacen necesaria tal armonización, 
o nos veríamos cerca de la situación descrita por Reg WATSON para el 
transporte multimodal internacional: 
«In an extreme case it leí desajuste entre las normas 
aplicables a diferentes modos de transporte o en dos Estados 
distintos] may mean that dangerous goods have to be 
repackaged or relabelled when they are transferred from a 
vessel on an inland waterway to a train or road vehicle; or 
that a train has to be split at a border crossing because the 
different regulations require different combination of laden 
wagons; or that a trained driver at a border has to take on a 
qualified specialist to accompany his load even though the 
30. El Gesetz iiber die Befórderung gefahrlicher Güter de 6 de abril de 1975 es la 
norma fundamental en la materia, aunque ya en el artículo 4 de la ley sobre la energía 
atómica de 23 de diciembre de 1959 puede hallarse una referencia al transporte. 
31. La norma básica en la materia, modificada en diversas ocasiones, es el 
reglamento de 15 de abril de 1945 para el transporte de materias peligrosas por vía 
férrea, por vías terrestres y por vías de navegación interior. 
32. En Noruega, el transporte aéreo de sustancias peligrosas está regulado por el 
reglamento de 7 de enero de 1974. 
33. España incorporó el Código IMDG a su derecho nacional mediante su 
publicación en el BOE de 27 de octubre de 1988. Las reglamentaciones nacionales del 
transporte por carretera y por ferrocarril de mercancías peligrosas coinciden casi 
exactamente con los acuerdos internacionales en la materia. 
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driver was considered competent to be responsible for the 
load in the country of origin ». 
Veremos seguidamente cuáles son estos instrumentos y sus 
características principales. 
2.1. Transporte terrestre 
2.1.1. Transporte por carretera: el Acuerdo europeo sobre el 
transporte internacional de mercancías peligrosas (ADR ) 
Este acuerdo, elaborado en el seno del Comité de transportes 
interiores de la Comisión Económica para Europa de las Naciones 
Unidas, fue firmado en Ginebra el 30 de septiembre de 1957, y su 
depositario es el Secretario General de la ONU. Su última modifi-
cación tuvo lugar en 1992. 
Este acuerdo declara expresamente que las disposiciones de la 
clase 7 están basadas en los principios y disposiciones del OIEA, de 
manera que el anexo contiene dos estructuras diferentes según las 
clases de materias, una para la clase 7 —materias radiactivas— y otra 
para el resto. 
2.1.2. Transporte por vía férrea: el Reglamento internacional 
sobre el transporte de mercancías peligrosas por vía férrea 
(RID) 
Este reglamento constituye un anexo a las Reglas uniformes 
relativas al contrato de transporte internacional de mercancías 
34. WATSON, R. , «Practical difficulties and lhe need for international harmoni-
zation^ en European Transport Law, vol. XXVI (1991), p. 267. 
35. En el BOE de 17 de marzo de 1992 se publicó el texto refundido de este 
acuerdo, con las reformas introducidas hasta el 1 de enero de 1990. 
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(CIM), que forman parte integrante de la Convención relativa a los 
transportes ferroviarios internacionales (COTIF 3 6). La particularidad 
de este reglamento es su subordinación a un tratado de derecho pri-
vado, como ha sido hecho notar por Eric STAUFFACHER 11, lo que hace 
de este reglamento un conjunto de reglas aplicables al contrato de 
transporte. 
Es en este contexto que el artículo 4-d) de las reglas CIM 
prohibe el transporte por vía férrea de las materias excluidas de trans-
porte según las reglas del RID, y estas reglas prevén que las materias 
clasificadas como peligrosas no pueden ser transportadas más que si 
cumplen las condiciones establecidas en el reglamento, condiciones 
que siguen muy de cerca, para las materias radiactivas, las prescrip-
ciones del reglamento de transporte del OIEA. 
2.2. Transporte marítimo: el Código IMDG 
Desde 1929 3S, la sociedad internacional es consciente de la 
necesidad de regular el transporte marítimo de mercancías peligrosas: 
se considera que más de la mitad de las mercancías transportadas por 
mar pueden ser consideradas como peligrosas según la clasificación de 
las Naciones Unidas . 
36. El artículo 3 §4 de la COTIF establece que las reglas uniformes CIM y sus 
anexos forman parte integrante de ella. 
37. En su tesis doctoral, Le transpon aérien international des marchandises 
dangereuses, Lausanne 1985, p. 105, compara el caso del RID al que se hubiera 
producido «si la nouvelle Annexe 18 [a la Convention de Chicago, vid. infra] se 
rattachait á la Convention de Varsovie et non á celle de Chicago». 
38. La Conferencia internacional sobre la seguridad de la vida humana en el mar de 
1929 reconoció ya esta necesidad, y la Conferencia de 1948 adoptó una clasificación 
de las mercancías peligrosas y ciertas reglas generales que deben aplicárseles. 
39. Vid. WARDELMANN, H., «Transpon by sea of dangerous, hazardous, harmful 
and waste cargoes», en European Transport Law, vol. XXVI (1991), p. 116. 
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La conferencia internacional sobre la seguridad de la vida 
humana en el mar de 1960 invitó a la Organización Marítima Inter-
nacional a establecer un código internacional para el transporte marí-
timo de mercancías peligrosas. El código IMDG (International Mariti-
me Dangerous Goods Code) fue adoptado por la asamblea el 27 de 
septiembre de 1965; la reglamentación relativa a la clase 7 —materias 
radiactivas— fue adoptada por el Comité de seguridad marítima 
(Maritime Security Committee, MSC) a partir de la edición de 1973 
del reglamento del OIEA, inspiración que el MSC declara expresa-
mente. Además, el código efectúa un reenvío al citado reglamento en 
determinadas materias, particularmente los embalajes para materias 
fisibles y las pruebas exigidas para ellos. 
El código, que ha sido modificado en 25 ocasiones hasta 1991, 
había sido «adoptado completamente» (fully adopted) por 37 Estados 
en 1985 4'. 
2.3. Transporte fluvial 
2.3.1. El proyecto de acuerdo europeo sobre el transporte 
internacional de materias peligrosas por las vías navega-
bles interiores (ADN) 
Elaborado por el Comité de transportes interiores de la Comi-
sión económica para Europa, sigue las disposiciones del reglamento 
del OIEA. No ha sido adoptado. 
40. Hasta 1982, la organización se llamaba Organización Marítima Consultiva 
Internacional y, según el artículo 15-j) de su tratado constitutivo, de 1948, tiene 
competencia general para emitir recomendaciones. 
41. «The term "fully adopted" is used for those countries which have either 
implemented the entire Code or for those which have used it as a basis for national 
regulation*, HENRY, C.E., The Carriage of Dangerous Goods by Sea. The Role of the 
International Maritime Organization in International Legislation, London, 1985, p. 
123. 
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2.3.2. El Acuerdo sobre el transporte de materias peligrosas por 
el Rhin (ADNR) 
Basado en el proyecto anterior, este acuerdo fue adoptado por la 
Comisión Internacional para la Navegación del Rhin y es aplicado por 
todos los Estados que disponen de vías navegables conectadas a la 
cuenca del Rhin, a excepción del Danubio. 
2.4. Transporte aéreo 
2.4.1. La reglamentación de la IATA 
Fundada en 1945, la International Air Transport Association 
(IATA) reúne a la mayor parte de las líneas aéreas dedicadas a los 
vuelos regulares. Esta asociación, cuya sede se encuentra en Montreal, 
ha adquirido tal importancia de facto que se ha visto reconocer un 
cierto papel en los tratados internacionales entre Estados, especial-
mente en lo relativo al establecimiento de las tarifas de los servicios 
aéreos, desde el momento en que se impone el bilateralismo en las 
relaciones aéreas internacionales, tras la conferencia de Chicago . 
Tiene también una importante función como cámara de compensación 
(clearing house) entre líneas aéreas. 
En mayo de 1950, la conferencia de tráfico 4 3 de Madrid adoptó 
la Reglamentación relativa al transporte de artículos reglamentados 
42 . Ya en el acuerdo de las Bermudas de 11 de febrero de 1946, entre los Estados 
Unidos y el Reino Unido, que sirvió de modelo para un buen número de tratados 
bilaterales sobre transporte aéreo —o, simplemente, bilaterales—, pueden encontrarse 
referencias a la I A T A . Véase el anexo a dicho tratado, en INSTITUTO «FRANCISCO DE 
VITORIA», SECCIÓN DE DERECHO AERONÁUTICO, Textos aéreos internacionales, Madrid, 
s.d., p. 3 8 2 y ss. 
4 3 . Las conferencias de tráfico de la I A T A son reuniones multilaterales cuyo 
objetivo principal es conducir a sus participantes a acuerdos sobre las capacidades y 
tarifas en las principales rutas aéreas, pero pueden adoptar también acuerdos en otras 
materias. Dichos acuerdos, que tienen valor contractual para los miembros de la 
asociación, debían ser adoptados por unanimidad hasta 1976. Desde entonces, la regla 
es la de la unanimidad entre los transportistas con intereses directos en las rutas o 
servicios afectados. Sobre este mecanismo, vid. BRANCKER, J.W.S., IATA and what it 
does, Leyden 1977, p. 3 7 y ss. 
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(RAR), elaborada por un grupo de expertos de la asociación —el 
Restricted Articles Board, R A B — , que fue incorporada a las 
condiciones de transporte de carga de la IATA con el carácter de 
práctica recomendada, aunque desde su entrada en vigor el 1 de enero 
de 1956 tiene valor contractual para las líneas aéreas miembros de la 
asociación. 
Valor privado, por tanto, de este acuerdo entre compañías, cuya 
importancia no debe, sin embargo, ser ignorada ni subestimada, dada 
la composición de IATA, y teniendo en cuenta que esta regulación ha 
sido aplicada, oficialmente o no, por una gran cantidad de Estados 
antes de la adopción del anexo 18 a la convención de Chicago . 
Elaboradas sobre la base de las normas de transporte de mer-
cancías peligrosas de la Interstate Commerce Commission (ICC) de 
los Estados Unidos, las periódicas reformas a que se ha visto sometido 
su contenido han aproximado éste a las recomendaciones del 
ECOSOC: en 1967, el RAB adoptó las prescripciones del reglamento 
del OIEA, y en 1973 las relativas al etiquetado. Finalmente, en 1976 la 
IATA adoptó la clasificación de las mercancías peligrosas que figura 
en las recomendaciones aludidas. 
Durante un tiempo, la RAR incorporaba dos sistemas diferentes 
aplicables al transporte de materias radiactivas, debido a la inadmisión 
por parte de Estados Unidos de las modificaciones al reglamento del 
OIEA de 1973. Dicha duplicidad de regímenes se mantuvo hasta la 
sustitución de la RAR por el nuevo Reglamento para el transporte de 
mercancías peligrosas {Dangerous Goods Regulations, DGR) en 1982. 
Esta nueva reglamentación sigue de cerca el contenido del anexo 18 y 
de las instrucciones técnicas de las que se hablará a continuación, pero 
adaptado todo ello a las necesidades de los transportistas, es decir 
incorporando algunas prácticas y excluyendo otras, con el fin de hacer 
de las DGR un instrumento útil para los transportistas *. 
44. Convenio sobre aviación civil internacional, firmado en Chicago el 7 de 
diciembre de 1944, ratificada por España el 5 de marzo de 1947. Puede verse su texto 
en el BOE de 29 de diciembre de 1969. 
45. La razón principal del mantenimiento de una reglamentación propia de la IATA 
es la no inclusión en el anexo 18 de la posibilidad de que el transportista se niegue al 
transporte en determinadas circunstancias. 
176 
LA REGLAMENTACIÓN INTERNACIONAL DEL TRANSPORTE DE MATERIALES RADIACTIVOS 
2.4.2. El anexo 18 a la convención de Chicago 
Según el artículo 37 de la convención de Chicago, 
«cada Estado contratante se compromete a colaborar, a fin de 
lograr el más alto grado de uniformidad posible en las 
reglamentaciones, normas, procedimientos y organización 
relativos a las aeronaves, personal, aerovías y servicios 
auxiliares, en todas las cuestiones en que tal uniformidad 
facilite y mejore la navegación aérea». 
Para alcanzar este objetivo, el convenio prevé la adopción de 
anexos que contengan normas y procedimientos internacionales. Dicha 
adopción requiere los votos de dos tercios del Consejo , tras la cual 
los anexos son comunicados a cada Estado. 
A pesar de que los anexos no sean obligatorios para los Estados 
partes en el convenio , podemos hablar, con Bin CHENG y con 
BOGAERT de «funciones cuasilegislativas» de la Organización de la 
Aviación Civil Internacional (OACI 4 S ) . Esta función comporta una 
obligación para los Estados, cual es la de notificar a la OACI 
«las diferencias entre sus propios métodos y lo establecido 
por la norma internacional », 
en el caso de que estime no poder adaptar su legislación a la emanada 
de la organización. 
Hasta la fecha, la OACI ha adoptado dieciocho anexos, el últi-
mo de los cuales es el que regula el transporte de mercancías peligro-
46. La competencia del Consejo viene determinada por el artículo 54-/) del 
convenio. Para la mayoría exigida y el procedimiento a seguir, vid. art. 90. 
47. Como ha señalado Louis CARTOU, estos anexos no son «des regles directement 
applicables dans les Etats. Ce ne sont que des modeles dont les Etats se sont engages, 
dans la Convention, á s'inspirer pour assurer l'unification de leurs legislations et 
réglementations nationales» (cfr. su Le droit aérien, 3 a ed., Paris, 1981, p. 26 y s.). 
48. CHENG, B., The law of international air transport, London-New York 1962, p. 
63 y ss. y BOGAERT, E.R.C. van, Elements de droit aérien, Bruxelles 1987, p. 101 y ss. 
49. Artículo 38 del convenio. 
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sas: en la conferencia de Ginebra de febrero de 1975, que reunió a 
Estados, organizaciones internacionales y compañías aéreas, se aprobó 
una recomendación por la que se pedía a la OACI que elaborara un 
anexo al convenio de Chicago sobre el transporte aéreo de mercancías 
peligrosas, a partir del RAR de la IATA. Tras fuertes tensiones entre 
las dos organizaciones, el 26 de junio de 1981 fue adoptado por el 
Consejo de la OACI el anexo 18 sobre la seguridad del transporte aé-
reo de las mercancías peligrosas, así como las Instrucciones técnicas 
que le están subordinadas. Ambos instrumentos entraron en vigor el 1 
de enero de 1984. 
III. L A SEGURIDAD DEL TRANSPORTE DE MATERIAS RADIACTIVAS EN 
RELACIÓN CON LOS ACTOS ILÍCITOS: LA CONVENCIÓN DE V l E N A DE 
1980 SOBRE LA PROTECCIÓN FÍSICA DE LOS MATERIALES NUCLEARES 
1. Elaboración 
En junio de 1971, el OIEA reunió en Viena a un grupo de 
trabajo cuya misión era examinar la posibilidad de adoptar reco-
mendaciones en materia de protección física de los materiales nuclea-
res, lo que se ha venido produciendo desde 1972 Desde entonces, el 
organismo ha dirigido sus esfuerzos a la elaboración de un texto 
convencional en la materia, y en septiembre de 1977 la Conferencia 
general adoptó una resolución en que invitaba a todos los Estados 
miembros a participar en dicho esfuerzo 5 2. 
El 8 de diciembre de 1977, la Asamblea general de las Naciones 
Unidas adoptó su resolución 32/49, sobre el informe del organismo. 
50. Doc. 9348-C/1064. 
51. Estas recomendaciones se encuentran en documento del OIEA INFCIRC/225, 
revisado en diversas ocasiones. 
52. Vid. el texto de esta resolución en Bulletin de Droit Nucléaire, n° 24 (décembre 
1979), p. 39 y ss. 
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En ella, la Asamblea general pedía la rápida culminación de los 
trabajos preparatorios de la convención sobre la protección física de 
los materiales nucleares. Adoptado el texto en octubre de 1979 5 , fue 
abierta a la firma en Viena y en Nueva York el 3 de marzo de 1980 M , y 
entró en vigor, conforme a su artículo 19§ 1, el 8 de febrero de 1987. 
España firmó la convención el 7 de abril de 1986 y depositó su instru-
mento de ratificación el 6 de septiembre de 1991. Contaba, el 7 de 
septiembre de 1992, con 41 partes contratantes, una de las cuales era 
la Comunidad Europea de la Energía Atómica (EURATOM 5 S). 
2. Fin y alcance 
El objetivo de la Convención sobre la protección física de los 
materiales nucleares no es, al contrario de lo que sucede con el regla-
mento del OIEA, proteger a las personas y a los bienes contra los peli-
gros que pudieran derivarse de la radiación desprendida por estos 
materiales, sino proteger a dichos materiales, en función de su interés 
estratégico, contra eventuales agresiones que pudieran tener como 
objeto el deterioro o la apropiación de estos materiales, sea para causar 
un perjuicio al Estado o al particular a que pertenecen, sea para des-
viarlos hacia otros destinos geográficos o funcionales. 
Al tratarse de una materia tan próxima al núcleo duro de la 
soberanía estatal, el alcance propuesto en un principio para la conven-
ción —protección física de las instalaciones, materiales y transportes 
nucleares— se vio reducida al tercero de los supuestos en la redacción 
final del artículo 2§1: 
«La presente Convención se aplicará a los materiales 
nucleares utilizados confines pacíficos, cuando sea objeto de 
transporte nuclear internacional». 
53. Los representantes de los gobiernos se reunieron en Viena entre 1977 y 1979. 
El texto fue publicado en el BOE de 25 de octubre de 1991. 
54. Artículo 23 de la convención. 
55. Bulletin de Droit Nucléaire., n° 50 (décembre 1992), p. 80-81. 
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Este artículo, del cual ha sido dicho que su redacción era «algo 
barroca », excluyó, al final de las negociaciones, los materiales 
empleados para usos militares 5 7. 
El concepto de transporte nuclear internacional nos es definido 
por el artículo l-c): 
«por "transporte nuclear internacional" se entiende la 
conducción de una consignación de materiales nucleares en 
cualquier medio de transporte que vaya a salir del territorio 
del Estado en el que la expedición tenga su origen, desde el 
momento de la salida desde la instalación del remitente en 
dicho Estado hasta el momento de la llegada a la instalación 
del destinatario en el Estado de destino final». 
Hay que destacar que la protección física de los materiales 
nucleares, fuera de los casos de transporte, siguen siendo objeto de las 
recomendaciones del OIEA 5S. 
3. Disposiciones principales 
La obligación principal de los Estados partes en la convención 
es la de vigilar la protección de los materiales nucleares durante el 
transporte internacional que tiene su territorio como lugar de origen o 
de destino, conforme a los niveles establecidos en el anexo I ". Esta 
regla general es completada, en el artículo siguiente, por una serie de 
reglas específicas que aseguran, en todos los casos de transporte 
nuclear internacional, que se cumplen dichos niveles de protección: 
56. «Somewhat convoluted*, en expresión de HA-VINH PHUONG, «The physical 
protection of nuclear material», en Bulletin de Droit Nucléaire., n° 35 (juin 1985), p. 
116. En verdad, es complicado interpretar de forma integradora los párrafos segundo y 
tercero. 
57. Ibidem. 
58. INFCIRC/225, cit. 
59. Artículo 3 de la convención. 
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«1. Los Estados Parte no exportarán ni autorizarán la expor-
tación de materiales nucleares a menos que hayan recibido la 
seguridad de que los niveles de protección física descritos en 
el anexo I se aplicarán a esos materiales durante el transporte 
nuclear internacional. 
2. Los Estados Parte no importarán ni autorizarán la impor-
tación de materiales nucleares desde un Estado que no sea 
Parte en la presente Convención, a menos que hayan recibido 
la seguridad de que los niveles de protección física descritos 
en el anexo I se aplicarán a esos materiales durante el trans-
porte nuclear internacional. 
3. Un Estado Parte no permitirá el tránsito por su territorio 
por tierra o vías acuáticas internas, ni a través de sus 
aeropuertos o de sus puertos marítimos, de materiales 
nucleares que se transporten entre Estados que no sean Parte 
en la presente Convención, a menos que el Estado Parte haya 
recibido la seguridad, en la medida de lo posible, de que los 
niveles de protección física descritos en el nexo [sic] I se 
aplicarán a esos materiales nucleares durante el transporte 
nuclear internacional. 
4. Los Estados Parte aplicarán en el marco de sus respectivas 
legislaciones nacionales los niveles de protección física 
descritos en el anexo I a los materiales nucleares que se trans-
porten de una región a otra del mismo Estado a través de 
aguas o espacio aéreo internacionales. 
5. El Estado Parte que haya de recibir la seguridad de que los 
niveles de protección física descritos en el anexo I se 
aplicarán a los materiales nucleares conforme a los párrafos 
1 a 3, determinará cuáles son los Estados cuyo territorio se 
prevé que los materiales nucleares atravesarán por vía 
terrestre o por vías acuáticas internas, o en cuyos aeropuertos 
o puertos se prevé que entrarán, y lo notificará de antemano a 
dichos Estados. 
6. La responsabilidad de obtener la seguridad mencionada en 
el párrafo 1 se puede transferir, por mutuo acuerdo, al Estado 
Parte que intervenga en el transporte en calidad de Estado im-
portador. 
7. Ninguna disposición del presente artículo podrá interpre-
tarse de manera que afecte a la soberanía territorial y a la 
jurisdicción de un Estado, inclusive sobre su espacio aéreo y 
su mar territorial». 
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Esta protección está pensada para prevenir los actos ilícitos 
contra el transporte de materiales nucleares, tipificados en el artículo 7: 
«1. La comisión intencionada de: 
a) un acto que consista en recibir, poseer, usar, transferir, 
alterar, evacuar o dispensar materiales nucleares sin autori-
zación legal, si tal acto causa, o es probable que cause, la 
muerte o lesiones graves a una persona o daños materiales 
sustanciales; 
b) hurto o robo de materiales nucleares; 
c) Malversación de materiales nucleares o su obtención me-
diante fraude; 
d) un acto que consista en la exacción de materiales nucleares 
mediante amenaza o uso de violencia o mediante cualquier 
otra forma de intimidación; 
e) una amenaza de: 
i) utilizar materiales nucleares para causar la muerte o 
lesiones graves a una persona o daños materiales 
sustanciales; 
ii) cometer uno de los delitos mencionados en el apartado b) a 
fin de obligar a una persona física o jurídica, a una organi-
zación internacional o a un Estado a hacer algo o a 
abstenerse de hacer algo; 
f) una tentativa de cometer uno de los delitos mencionados en 
los apartados a), b) o c), y 
g) un acto que consista en participar en cualquiera de los 
delitos mencionados en los apartados a) af), 
será considerada como delito punible por cada Estado Parte 
en virtud de su legislación nacional». 
El hecho de que la protección contra los actos ilícitos tipificados 
en este artículo es la preocupación principal de esta convención se ve 
confirmado por la inclusión en la misma de toda una serie de medidas 
que persiguen su represión y la persecución de sus autores, mientras 
que los aspectos técnicos quedan desplazados a los anexos. 
En esta reglamentación se pueden detectar dos principios, el 
primero de los cuales es el del «trato justo en todas las fases del 
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procedimiento», que debe dispensarse a toda persona implicada en un 
procedimiento en razón de estos actos ilícitos 6°, y que queda consa-
grado en el plano de los principios, sin que se vea plasmado en reglas 
procedimentales. Podría decirse de él que es un ejemplo de legal soft 
law, en expresión de Christine CHINKTN . 
El segundo principio, formulado en el artículo 10 y amplia-
mente desarrollado en el texto de la convención, es el principio aut 
dedere aut puniré, es decir que los Estados partes que hubieran dete-
nido, conforme al artículo 9, a un presunto autor de una infracción del 
artículo 7, están obligados a ejercer contra él una acción penal confor-
me a sus leyes nacionales, o bien a extraditarlo a otro Estado que sea 
competente en virtud de las reglas establecidas en el artículo 8 . 
Para hacer posible la extradición, el artículo 11 establece, por un 
lado, la inclusión de las infracciones al artículo 7 en todo tratado de 
extradición en vigor que exista entre los Estados partes en la conven-
ción y, por otro, la obligación de incluir estas infracciones en todo 
tratado de esta clase que se concluya en el futuro. 
La convención impone otras obligaciones para los Estados en el 
contexto de la cooperación mutua, particularmente en materia de 
cooperación judicial 6 3 y de comunicación de informaciones . 
60. Artículo 12 de la convención. 
6 1 . Esta autora ha dicho que «soft law instruments range from treaties, but which 
include only soft obligations ("legal soft law"), to non-binding or voluntary 
resolutions and codes of conduct formulated and accepted by international and 
regional organizations ("non-legal soft law")» («The challenge of soft law: 
development and change in international law», en International and Comparative Law 
Quarterly, vol. X X X V I I I (1989) , p. 851). 
62 . HA-VINH PHUONG, en «The physical protection...», cit., p. 118, define este 
principio como «no sanctuary». Aunque la idea sea similar, prefiero la fórmula latina, 
pues permite expresar mejor la opción ante la que se encuentra el Estado. 
6 3 . Artículo 1 3 de la convención. 
64. Artículo 1 4 de la convención. 
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4. Referencia al Derecho penal español: la Ley de energía nuclear y el 
proyecto de código penal de 1992 
Los delitos en materia de energía nuclear están regulados hoy, 
en Derecho español, en la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre energía 
nuclear . En su capítulo XIII («De los delitos y las penas») se definen 
las infracciones penales en la materia. De los tipos establecidos en esta 
ley se deduce que las actuaciones de que habla la convención sólo 
serán punibles en el caso de que se libere energía nuclear que ponga en 
peligro la vida o la salud o los bienes de las personas, o cuando se las 
exponga a radiaciones ionizantes que pongan en peligro su vida, salud 
o bienes. 
La obligación que tiene España de tipificar los hechos delictivos 
descritos, como Estado parte que es en la convención desde el 6 de 
octubre de 1991 , junto con la decisión del gobierno español de ela-
borar un nuevo código penal, cuyo texto refundido actualmente en 
vigor data de 1973 , presentan al legislador español una oportunidad 
de oro para introducir en nuestro sistema de tipos delictivos aquéllos 
que prevé la convención. 
En el proyecto de código penal presentado en 1992 se incluye 
una sección, dentro del capítulo I («De los delitos de riesgo catas-
trófico») del título XIV («De los delitos contra la seguridad colecti-
va») dedicada a regular los «delitos relativos a la energía nuclear y a 
las radiaciones ionizantes"V Estos delitos incluyen: 
«Artículo 325.— 1. El que libere energía nuclear que ponga 
en peligro la vida o la salud de las personas o sus bienes, 
aunque no se produzca explosión, será sancionado con la 
pena de prisión de quince a veinte años, e inhabilitación 
especial para empleo o cargo público, profesión u oficio por 
tiempo de diez a veinte años. 
65. BOE de 4 de mayo; corrección de errores en BOE de 6 de mayo. 
66. Según el cuadro que aparece en el BOE en que fue publicado su texto. 
67. Fecha desde la cual se ha venido produciendo una gran cantidad de modi-
ficaciones, a las que no es ajeno el proceso de transformación que España emprendió 
en los años inmediatamente siguientes. 
68. Se trata de la sección primera del capítulo que incluye los artículos 325 a 328. 
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2. El que, sin estar comprendido en el apartado anterior, 
perturbara el funcionamiento de una instalación nuclear o 
radiactiva, o alterara el desarrollo de actividades en las que 
intervengan materiales o equipos productores de radiaciones 
ionizantes, creando una situación de grave riesgo, será 
sancionado con la pena de prisión de cuatro a diez años, e in-
habilitación especial para empleo o cargo público, profesión u 
oficio por tiempo de seis a diez años. 
Artículo 326. — El que expusiere a una o varias personas a 
radiaciones ionizantes que pongan en peligro su vida, salud, o 
bienes, será sancionado con la pena de prisión de seis a doce 
años, e inhabilitación especial para empleo o cargo público, 
profesión u oficio por tiempo de seis a diez años. 
Artículo 327. — Los hechos previstos en los artículos anterio-
res serán sancionados con la pena inferior en grado, en sus 
respectivos supuestos, cuando se hubieren cometido por im-
prudencia grave. 
Artículo 328. — 1. El que se apoderare de sustancias nuclea-
res, aun sin ánimo de lucro, será sancionado con la pena de 
prisión de uno a cinco años. 
2. Si la sustracción se ejecutare empleando fuerza en las 
cosas, se impondrá la pena en su mitad superior. 
3. Si el hecho se cometiere con violencia o intimidación en las 
personas, el culpable será castigado con la pena de prisión 
superior en grado.» 
No podemos predicar, evidentemente, la identidad entre los 
tipos de la convención y del proyecto de código. Sin embargo, sí 
podemos decir que todas las actuaciones que la convención obliga a 
castigar pueden ser subsumidas en el presente texto, sea expresamente, 
sea conforme a otros tipos delictivos —como, por ejemplo, el delito de 
amenazas, regulado hoy en los artículos 493 y siguientes— o sea 
conforme a las reglas generales de nuestro código, que castiga tanto la 
tentativa —artículo 3 — como la participación —artículo 12 y si-
guientes—, aunque sí se podría reprochar al proyecto en cuestión una 
cierta falta de precisión al describir dichas conductas, precisión que sí 
fue cuidada en la redacción de la convención: a la a todas luces in-
suficiente regulación de la Ley sobre energía nuclear sólo se añade un 
precepto que puede considerarse que hace referencia a las labores de 
transporte. Se trata del artículo 325, 2 o , que se refiere al que «alterara 
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el desarrollo de actividades en las que intervengan materiales o equi-
pos productores de radiaciones ionizantes». 
Además, creo que queda insuficientemente descrita la figura 
delictiva del artículo 328, cuando incluye en él a todo aquél que «se 
apoderare de sustancias nucleares». Obviamente, este artículo se re-
fiere a todo aquél que lo hiciere sin la correspondiente autorización, y 
aquí tendría un importante papel que jugar la causa de justificación del 
número 11 del artículo 8 del código en su redacción actual —actuar en 
el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo—, pero quizá hubie-
se sido mejor introducir una mayor precisión en la propia figura delic-
tiva. 
Es importante, en cualquier caso, que nuestro código penal 
incorpore a su articulado y amplíe estos delitos, relegados hasta ahora 
a una ley especial, y que tienen sistemáticamente un lugar entre los 
delitos contra la seguridad colectiva, pero también entre los delitos 
contra la seguridad del Estado, o incluso entre los delitos contra la 
salud pública y el medio ambiente ya que, salvo en al caso del artículo 
328, un elemento del tipo es la creación de un riesgo o la producción 
de daños a la vida, la salud o los bienes. 
IV. CONCLUSIÓN 
En el campo de la energía nuclear podemos reconocer dos 
grandes tipos de riesgos: 
1) peligros derivados de los materiales nucleares, es decir aqué-
llos que son producidos por las características intrínsecas de 
las sustancias radiactivas. Para hacer frente a estos peligros, 
se adoptan normas —no necesariamente jurídicas, sino 
también puramente técnicas— en diversos sectores, como la 
radioprotección —de personas, animales o cosas—, la segu-
ridad de las instalaciones o, como hemos visto en este artí-
culo, el transporte de materiales nucleares; y 
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2) peligros para los materiales nucleares, que tienen su origen 
en la importancia estratégica de la energía nuclear en los 
campos energético, económico y militar. 
Todas las disposiciones de que hemos hablado en este artículo 
tienden a hacer más seguro el transporte de materias radiactivas, unas 
en el plano técnico y otras en el plano policial. Ello tiene un reflejo 
evidente en el contenido de unas y de otras, regulando las últimas la 
cooperación internacional en materia de represión de hechos ilícitos, 
que afectan a competencias muy queridas por los Estados, mientras 
que las normas de que hemos hablado en primer lugar tienen un 
carácter más neutro desde el punto de vista político. Este grado dis-
tinto de alcance a la soberanía de los Estados ha hecho también que la 
convención de 1980 sobre la protección física de los materiales nu-
cleares se vea mucho más limitada en su alcance, como ya hemos 
visto, mientras que las reglas técnicas contenidas en todos los demás 
actos se aplican a todos los casos de transporte de materias radiactivas. 
Otra diferencia entre los actos estudiados es la existente entre 
actos convencionales y actos no convencionales. No se puede concluir 
aquí cuál de los métodos es preferible: como se ha visto, la elabo-
ración de un instrumento jurídicamente vinculante —y sobre todo en 
un sector de la importancia del nuclear— termina por limitar el 
conjunto de cuestiones reguladas por este acto. Por el contrario, en la 
práctica, el transporte de materias radiactivas sigue las mismas reglas 
en un gran número de Estados, que siguen un comportamiento acorde 
con el reglamento del OIEA, a causa de la necesidad de armonización 
de que he hablado y del carácter técnico de una recomendación de este 
tipo, independientemente de su valor jurídico. 
¿Quiere ello decir que, en mi opinión, el reglamento del OIEA 
ha devenido una norma consuetudinaria de derecho internacional? En 
todo caso, es innegable que existe una tendencia hacia una «práctica 
generalmente aceptada como derecho», y esta práctica se acomoda a 
las disposiciones del citado reglamento. 
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